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AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinte 
días del mes de julio del año dos mil veintiséis.

JOSÉ MARÍA BALCÁZAR ZELADA
Presidente de la República

LUIS ENRIQUE ARROYO SÁNCHEZ
Presidente del Consejo de Ministros

2536795-2

LEY Nº 32735

EL PRESIDENTE ENCARGADO DEL
CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL MILITAR 
POLICIAL, DECRETO LEGISLATIVO 1094, Y EL 

NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL, DECRETO 
LEGISLATIVO 957, PARA PRECISAR EL DELITO 

DE FUNCIÓN, FORTALECER LA FUNCIÓN 
MILITAR POLICIAL Y ESTABLECER SANCIONES 
A MILITARES Y POLICÍAS QUE PARTICIPEN EN 

BANDAS U ORGANIZACIONES CRIMINALES

Artículo 1. Modificación del artículo II del título 
preliminar y del artículo 65 del Código Penal Militar 
Policial, Decreto Legislativo 1094

Se modifica el primer párrafo y se incorporan un 
segundo y tercer párrafo en el artículo II del título 
preliminar; y un segundo párrafo en el artículo 65 del 
Código Penal Militar Policial, Decreto Legislativo 1094, en 
los siguientes términos:

“Artículo II.- Delito de función
El delito de función es toda conducta ilícita por acción 
u omisión, cometida por un militar en acciones militares 
o un policía en situación de actividad, en acción de 
armas, en acto del servicio, consecuencia del servicio o 
con ocasión de él, y que atenta contra bienes jurídicos 
vinculados con la existencia, organización, operatividad 
o funciones de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional.
Para el personal de las Fuerzas Armadas se considera 
delito de función toda conducta ilícita que se cometa 
durante acciones militares para el mantenimiento o 
restablecimiento del orden interno y en el cumplimiento 
de otras funciones legalmente establecidas, en el 
marco de un estado de emergencia.
En el caso del personal de la Policía Nacional se 
considera delito de función toda conducta ilícita 
que se cometa en el cumplimiento de su finalidad 
fundamental y de sus funciones y atribuciones de 
prevención e investigación del delito, de control 
de identidad, de inteligencia, de fiscalización del 
cumplimiento de las normas de tránsito, de seguridad 
personal, domiciliaria y de instalaciones, de vigilancia y 
control de fronteras, de práctica y emisión de peritajes 
oficiales de criminalística, así como de otras funciones 
establecidas en sus leyes y reglamentos, en el marco 
de un estado de emergencia.

Artículo 65.- Colaboración con organización ilegal
El militar o el policía que instruye o dota de material 
bélico a cualquier grupo armado no autorizado por 

la ley, organización delictiva o banda, o colabora con 
ellos de cualquier manera, aprovechando su función 
militar policial, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de veinte ni mayor de treinta años y 
la accesoria de inhabilitación.
Si el militar o el policía colabora con cualquier grupo 
armado no autorizado por la ley, banda u organización 
criminales, de cualquier manera, aprovechando su 
respectiva función en calidad de autor, autor mediato, 
coautor, instigador o cómplice de la muerte de una 
persona, será reprimido con pena privativa de libertad 
de cadena perpetua”.

Artículo 2. Modificación del artículo III del título 
preliminar y 26 del Nuevo Código Procesal Penal, 
Decreto Legislativo 957

Se incorpora un segundo párrafo en el artículo III del 
título preliminar y se modifica el numeral 5 del artículo 26 
del Nuevo Código Procesal Penal, Decreto Legislativo 
957, en los siguientes términos:

“Artículo III. Interdicción de la persecución penal 
múltiple.- Nadie podrá ser procesado, ni sancionado 
más de una vez por un mismo hecho, siempre que 
se trate del mismo sujeto y fundamento. Este principio 
rige para las sanciones penales y administrativas. El 
derecho penal tiene preeminencia sobre el derecho 
administrativo.
No podrán seguirse, en ningún caso, procesos 
penales en la jurisdicción ordinaria y la militar policial 
a la vez en contra de ningún militar o policía, cuando 
los hechos y sujetos investigados o procesados sean 
los mismos.

[...]

Artículo 26 Competencia de la Sala Penal de la 
Corte Suprema.- Compete a la Sala Penal de la Corte 
Suprema:

1. Conocer del recurso de casación interpuesto 
contra las sentencias y autos expedidos en 
segunda instancia por las Salas Penales de las 
Cortes Superiores, en los casos previstos por la 
Ley.

2. Conocer del recurso de queja por denegatoria de 
apelación.

3. Transferir la competencia en los casos previstos 
por la Ley.

4. Conocer de la acción de revisión.
5. Resolver las cuestiones de competencia previstas 

en la Ley, y entre la jurisdicción ordinaria y la 
militar; no pudiéndose disponer, en ningún caso, 
que se sigan los procesos penales en ambas 
jurisdicciones a la vez, cuando los hechos y 
sujetos investigados o procesados sean los 
mismos; debiendo preferir en su resolución a la 
jurisdicción militar policial, cuando se trate de 
delitos cometidos por personal de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía Nacional del Perú en 
situación de actividad, en el cumplimiento de 
su función, en acciones militares, en acto del 
servicio, consecuencia del servicio o con ocasión 
de él, o acción de armas y que atenten contra 
bienes jurídicos vinculados con la existencia, 
organización, operatividad o funciones de las 
Fuerzas Armadas o Policía Nacional del Perú.

[…]”.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

ÚNICA. Archivo de la investigación
A pedido de parte o del juez militar policial 

competente, en los casos en que no exista sentencia 
firme o consentida dictada en última instancia, los jueces 
y órganos jurisdiccionales penales competentes de la 
jurisdicción ordinaria, previa solicitud de información al 
fuero militar policial y constatación de la existencia de 
un proceso penal que se venga siguiendo o se haya 
seguido en la jurisdicción militar policial por los mismos 
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hechos y sujetos; disponen el archivamiento definitivo 
de la investigación preparatoria o proceso penal en 
trámite en un plazo no mayor de treinta días hábiles de 
realizado el requerimiento, sin necesidad de audiencia 
previa y mediante decisión inimpugnable; dejando sin 
efecto cualquier sentencia condenatoria que no tenga la 
condición de cosa juzgada, procediendo a la anulación 
de los antecedentes policiales, penales y judiciales que 
se hayan podido generar. Asimismo, se deja sin efecto 
cualquier medida de coerción personal y real que se 
hubiera dictado en contra de los procesados y no procede 
el pago de la reparación civil que se haya podido disponer.

Comuníquese al señor Presidente de la República 
para su promulgación.

En Lima, a los veinticinco días del mes de junio de dos 
mil veintiséis.

FERNANDO MIGUEL ROSPIGLIOSI CAPURRO
Presidente encargado del Congreso de la República

ILICH FREDY LÓPEZ UREÑA
Tercer Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

No habiendo sido promulgada dentro del plazo 
constitucional por la Presidencia de la República, en 
cumplimiento de los artículos 108 de la Constitución 
Política del Perú y 80 del Reglamento del Congreso de la 
República, ordeno que se publique y cumpla.

En Lima, a los veinte días del mes de julio de dos mil 
veintiséis.

FERNANDO MIGUEL ROSPIGLIOSI CAPURRO
Presidente encargado del Congreso de la República

ILICH FREDY LÓPEZ UREÑA
Tercer Vicepresidente del Congreso de la República

2536798-1

PODER EJECUTIVO

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Aprueban los Lineamientos N° 002-2026- 
PCM-SGP “Lineamientos para la evaluación 
ex post de las regulaciones vigentes 
en el marco de la mejora de la calidad 
regulatoria”

RESOLUCIÓN DE SECRETARÍA
DE GESTIÓN PÚBLICA
N° 010-2026-PCM-SGP

Lima, 17 de julio de 2026

VISTO:

El Informe N° D000085-2026-PCM-SSSAR de la 
Subsecretaría de Simplificación y Análisis Regulatorio 
de la Secretaría de Gestión Pública de la Presidencia del 
Consejo de Ministros;

CONSIDERANDO:

Que, mediante el artículo 1 de la Ley N° 27658, Ley 
Marco de Modernización de la Gestión del Estado, se 

declara al Estado peruano en proceso de modernización 
en sus diferentes instancias, dependencias, entidades, 
organizaciones y procedimientos, y releva la necesidad 
de optimizar la gestión pública mediante mecanismos 
eficientes, promoviendo la transparencia, eficacia y 
reducción de cargas administrativas en los procedimientos 
que involucran a los ciudadanos y empresas;

Que, el artículo 73 del Texto Integrado del Reglamento 
de Organización y Funciones de la Presidencia del 
Consejo de Ministros, aprobado por Resolución Ministerial 
N° 239-2026-PCM, establece que la Secretaría de Gestión 
Pública es el órgano rector del Sistema Administrativo 
de Modernización de la Gestión Pública y responsable 
de proponer, articular, implementar y evaluar la Política 
Nacional de Modernización de la Gestión Pública y, de la 
coordinación y dirección del proceso de modernización de 
la gestión del Estado;

Que, asimismo, la mencionada disposición normativa 
señala que la Secretaría de Gestión Pública es el órgano 
de línea con autoridad técnico normativa a nivel nacional 
en materias de simplificación administrativa y calidad 
regulatoria;

Que, el literal b) del numeral 7.1 del artículo 7 del 
Reglamento del Sistema Administrativo de Modernización 
de la Gestión Pública, aprobado por Decreto Supremo 
N° 123-2018-PCM, considera que la calidad de las 
regulaciones tiene como propósito que la regulación 
sea un instrumento para alcanzar un objetivo de política 
pública, adoptando la decisión de regular basada en 
evidencia, racionalidad, evaluación de sus posibles 
impactos y cargas administrativas, con la finalidad de 
generar y facilitar el desarrollo integral y bienestar social;

Que, el artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1565, Ley 
General de Mejora de la Calidad Regulatoria, establece 
que la Presidencia del Consejo de Ministros, a través 
de la Secretaría de Gestión Pública, ejerce la rectoría 
de la mejora de la calidad regulatoria, de cumplimiento 
obligatorio para las entidades del Poder Ejecutivo 
que cuentan con potestad normativa para aprobar y/o 
proponer disposiciones normativas de carácter general, 
encontrándose comprendidas las demás entidades 
previstas en el artículo I del Título Preliminar de la Ley N° 
27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, en 
el marco de sus competencias y autonomías que les han 
sido conferidas;

Que, por otro lado, el numeral 3 y 4 del párrafo 5.2 del 
artículo 5 de la precitada Ley, establece que el Análisis 
de Impacto Regulatorio (AIR) Ex Post; y, el Análisis de 
Calidad Regulatoria (ACR) Ex Post, son instrumentos de 
mejora de la calidad regulatoria;

Que, asimismo, el párrafo 6.2 del artículo 6 del Decreto 
Legislativo N° 1565, Ley General de Mejora de la Calidad 
Regulatoria señala que el Análisis de Impacto Regulatorio 
(AIR) Ex Post resulta ser de aplicación obligatoria y 
progresiva para las normas de carácter general emitidas 
por las entidades del Poder Ejecutivo, conforme a los 
criterios establecidos por la Presidencia del Consejo de 
Ministros;

Que, además el artículo 42, en concordancia con la 
Sétima Disposición Complementaria Final del Reglamento 
del Decreto Legislativo N° 1565, Ley General de Mejora de 
la Calidad Regulatoria, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 023-2025-PCM, establece que la Secretaría de Gestión 
Pública emite los lineamientos para la aplicación del AIR 
Ex Post, en coordinación con la Comisión Multisectorial 
de Calidad Regulatoria;

Que, por otro lado, respecto del Análisis de Calidad 
Regulatoria (ACR) Ex Post, el artículo 56 del referido 
Reglamento señala que, mediante Resolución de la 
Secretaría de Gestión Pública, en coordinación con la 
Comisión Multisectorial de Calidad Regulatoria, se emite 
los lineamientos que contienen los criterios de priorización 
de procedimientos administrativos sujetos al ciclo de 
revisión, la metodología, el plan de implementación, entre 
otros;

Que, el literal a) del artículo 8 de la Ley General de 
Mejora de la Calidad Regulatoria otorga a la Secretaría 
de Gestión Pública la potestad de aprobar las normas, 
directivas, lineamientos, entre otros documentos 
normativos, que permitan implementar e innovar los 
instrumentos de mejora de la calidad regulatoria;


